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Resumen: el trabajo analiza las relaciones de tensión institu-
cional que ha caracterizado la gestión presidencial durante el 
periodo comprendido de 2018 a 2024 entre el titular del poder 
ejecutivo federal y los órganos constitucionales autónomos a 
partir de distintos episodios, declaraciones, reducciones presu-
puestales, cooptación de los órganos de dirección, judicializa-
ción de conflictos políticos para culminar con la presentación 
de la iniciativa del 5 de febrero de 2024, que busca reconfigurar 
el diseño institucional de estos órganos para reestructurarlos y 
recuperar el control de la función administrativa que realizan, 
lo que generaría una regresión estatal y democrática que com-
prometería la visión del proceso de consolidación democrática 
que México comenzó a principios de la década de los noventa. 

Abstract: the paper analyzes the relations of institutional ten-
sion that have characterized the presidential administration 
during the period from 2018 to 2024 between the head of the 
federal executive branch and the autonomous constitutional ins-
titutions, based on different episodes, declarations, budget reduc-
tions, co-optation of the management structures, judicialization 
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of political conflicts to culminate with the presentation of the 
constitutional amendment initiative of February 5, 2024, which 
seeks to reconfigure the institutional design of these institutions 
to restructure them and regain control of the administrative func-
tion they perform, which would generate a state and democratic 
regression that would compromise the vision of the democratic 
consolidation process that Mexico began in the early nineties. 

Palabras clave: autonomía, presidencialismo vertical tensión 
institucional, regresión democrática. 

Keywords: autonomy, vertical presidentialism, institutional 
tension, demoratic regression.

Sumario: I. Introducción. II. Desarrollo. III. Conclusiones. Re-
ferencias.

I. Introducción

Con base en la Constitución política de 1917, el Estado mexicano 
fue dotado de facultades amplias para intervenir en la sociedad y 
la economía. En los artículos 27 y 28 se prescriben las áreas de la 
vida productiva en las cuales ha tenido presencia significativa, lo 
cual tuvo procesos exponenciales que multiplicaron la creación 
de organismos descentralizados y empresas de participación es-
tatal que hasta 1982, sumaban 1150. A partir del 1 de diciembre 
de 1982, las políticas gubernamentales se encaminan por la sen-
da de desestatizar la vida del país, dando inicio a las políticas de 
privatización, fusión, liquidación y trasferencia de las agencias 
estatales que no justificaban su vigencia. 

Inicia de este modo, la política de cambio estructural y redi-
mensionamiento del Estado lo cual implica que, por problemas 
del déficit fiscal y el pago oneroso de la deuda externa, había que 
revisar, para aliviar la carga de las finanzas públicas, qué organis-
mos no justificaban su operación y razón de ser en la estructu-
ra del Estado Mexicano. Esta política continua de 1988 a 1994, 
dando lugar a la proclama “que no puede haber Estado rico con 
sociedad pobre”. 
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De 1994 a 2000 se culmina con la política de eliminar or-
ganismos y dependencias para disminuir la actividad estatal en 
la vida nacional, destacando en este sentido, la venta de Ferro-
carriles Nacionales al sector privado. Se transita de este modo 
de un arquetipo de Estado interventor que diseñaba y ejecutaba 
políticas omnipotentes, a un Estado que tuviera un perfil más re-
gulador y promotor, a fin de impulsar la economía de mercado 
mediante políticas liberales. 

Sin embargo y debido a que el Estado aún tenía influencia 
determinante en el desarrollo de la economía, la desconfianza en 
su tamaño no se borraba de la vida pública, dado que las agencias 
centrales que lo integran tenían los instrumentos de gobierno 
para asignar costos y beneficios en relación a grupos y organiza-
ciones de la sociedad civil. Esta situación ocasiona ambientes de 
inquietud en el sentido de que la burocracia gubernamental con 
apoyo en las agencias gubernamentales tenía margen de manio-
bra para imponer reglas e incentivos no siempre con apego a la 
justificación técnica e institucional de las políticas públicas 

Además, en la medida que la centralización del poder ancla-
do en la administración pública burocrática —centralidad, jerar-
quía, control, rutina, estandarización, eficiencia— y ejercido por 
las Secretarías de Estado asume el control acendrado en campos 
de la competencia económica, productiva y social, provoca en 
los agentes económicos y sociales la cultura de la desconfianza, 
porque el incentivo para alentar la efectividad de la vida econó-
mica se ubicaba en los órganos centralizados adscritos al Poder 
Ejecutivo. Junto con ello, la firma del Tratado de Libre Comercio 
suscrito con Canadá y Estados Unidos de Norteamérica en 1993, 
obligaba, por las reglas de la democracia, a generar confianza y 
certidumbre en puntos económicos y sociales que son determi-
nantes para combinar crecimiento con desarrollo económico. 

Se procede en consecuencia, a crear órganos constitucionales 
autónomos (OCAs), como una forma de alejar de la economía y 
la vida social a las agencias que provocaban ruido político —me-
diante camarillas, coaliciones, feudos y círculos en espiral— que 
afectaba el desempeño de la propia economía de mercado, al dar 
paso a las reglas informales que se extienden por los pasillos de 
la gestión burocrática tradicional. Los OCAs se forman como un 

293 | 

El presidencialismo vertical mexicano y los órganos…



tipo de instituciones indispensables y legítimos para dar lugar a 
que la confianza en el poder público tuviera radios acción am-
plios. Los OCAS tienen como naturaleza, que son órganos de Es-
tado, orientados a cumplir tareas estratégicas fuera de las áreas 
en las cuales las “pugnas y ruidos de la política” se intensifican 
como en el caso de los órganos centralizados del Estado Mexica-
no, por lo que forman parte de la superficie interna del Estado y 
su ubicación mediante el cumplimiento de cometidos estratégi-
cos, tiene como apoyo la administración, dirección, implemen-
tación y evaluación de políticas públicas que son determinantes 
para impulsar la formación de capital y mejorar la calidad de la 
vida social. Son instituciones que se rigen por la innovación y la 
administración que desarrollan se apoya más en los valores de 
especialización, formación, preparación, medición, imparciali-
dad y responsabilidad que son consustanciales con las tendencias 
que prevalecen en los marcos de la sociedad abierta, competitiva 
e innovadora. 

Durante el periodo comprendido entre el año 2018 a 2024 
ha existido una relación de tensión institucional entre el titular 
del poder ejecutivo y los órganos constitucionales autónomos, la 
cual se ha caracterizado por la forma en que se ha ejercido el po-
der presidencial desde una visión anacrónica con la democracia 
constitucional contemporánea, que demanda la vigencia del con-
trol del poder y los pesos y contrapesos para volverlo efectivo. 
Por el contrario, la concepción para el ejercicio del poder se ha 
distinguido por ser de una forma vertical que no ve con buenos 
ojos cualquier ámbito institucional que no se le subordine, que 
lo contravenga o que, aun ejerciendo funciones constitucionales, 
límite el ejercicio de su poder. 

II. Desarrollo

A principios del sexenio se impulsó una reforma constitucional 
para abrogar el Instituto Nacional para la Evaluación Educativa, 
mismo que desempeñaba un papel clave en la evaluación y pro-
fesionalización del magisterio educativo de cara a mejorar la cali-
dad de los servicios de educación y desburocratizar la estructura 
magisterial para lograr una educación de calidad, a partir de exá-
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menes, pruebas y adjudicación de plazas mediante concursos de 
oposición que avalaran las competencias de los docentes y no se 
determinaran por criterios personales, de venta y sucesión ilega-
les. Al respecto, el entonces presidente electo determinó que en 
realidad no había sido una reforma educativa, sino una laboral 
por lo cual debía replantearse la pertinencia de tener un órgano 
autónomo en la materia y mejor regresar la administración de la 
política educativa al gobierno, creando el Instituto para la Mejora 
Continua de la Educación (Mejoraedu).

De esta forma, de los diez órganos constitucionales autóno-
mos con los que el diseño institucional mexicano contaba en 
2019, únicamente prevalecieron nueve. Este mismo año, se de-
signó a la persona que habría de conducir a la Comisión Nacional 
de los Derechos Humanos por el periodo comprendido de 2019 
a 2024, en el marco de un proceso desaseado en el que, mediante 
una clara intromisión del gobierno, la persona candidata electa 
por el Senado resultó ser una militante activa del partido en el 
poder, que incluso ha sido funcionaria de dicho instituto político 
y cuya cercanía con el titular del poder ejecutivo es de dominio 
público.1

En este orden de ideas, la reputación bien ganada de la 
CNDH como un órgano de garantía para la vigencia de los de-
rechos humanos ha sido atomizada por un liderazgo que no 
contraviene al presidente, que no señala las violaciones de de-
rechos humanos cometidas por el gobierno y que incluso se 
ha inmiscuido en asuntos que con base en sus competencias 
constitucionales le resultan totalmente ajenas como la materia 
electoral. 

Llegado el año 2021, con la organización de las elecciones 
intermedias y la primera consulta popular para enjuiciar a los 
expresidentes, los señalamientos desde el púlpito presidencial se 
encaminaron hacia el Instituto Nacional Electoral, por conside-
rar que su papel como garante de la democracia electoral no se 
encontraba del todo satisfecho y responsabilizándolo del absten-
cionismo del mecanismo de democracia participativa. De igual 

1	  Véase https://www.canaldelcongreso.gob.mx/noticias/12637/Desig-
nan_a_Rosario_Piedra_Ibarra_cmo_presidenta_de_la_CNDH  
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forma en 2022, existió una nueva desavenencia entre el presi-
dente, la Cámara de Diputados y el INE por el tema presupuestal 
para la celebración de la primera revocación de mandato. 

El INE promovió, el siete de diciembre de 2021, una con-
troversia constitucional ante la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación (SCJN), en contra del Presupuesto de Egresos de la Fe-
deración para el Ejercicio Fiscal 2022 (PEF 2022), publicado en 
el Diario Oficial de la Federación el 29 de noviembre de 2021; en 
dicho decreto, la Cámara de Diputados resolvió aplicar un recor-
te por 4,913 millones de pesos al presupuesto originalmente soli-
citado por el INE. Posteriormente, el 10 de diciembre de 2021, el 
Consejo General del INE aprobó modificaciones a la Cartera Ins-
titucional de Proyectos del Instituto para el ejercicio fiscal 2022, 
generando recursos adicionales por 227 millones de pesos, para 
llegar así a un ahorro total de 1,503 millones de pesos destinados 
a la realización de la Revocación de Mandato. Sin embargo, aún 
con ese ajuste había un faltante de 2,327 millones pesos.2

Más tarde, el 17 de diciembre de 2021, el Consejo General 
del INE determinó por mayoría “seis votos a favor y cinco en 
contra”, y como medida extraordinaria, posponer temporalmen-
te la realización de la Revocación de Mandato del presidente de 
la República electo para el periodo constitucional 2018-2024, 
ante la insuficiencia presupuestal derivada del recorte aprobado 
por la Cámara de Diputados al INE para el ejercicio fiscal 2022.3 
Asimismo, el Instituto precisó que se seguiría avanzando en la 

2	  Instituto Nacional Electoral, “Promueve INE controversia constitucio-
nal en contra del Presupuesto de Egresos de la Federación para el ejer-
cicio fiscal 2022”, Comunicados de Prensa, https://centralelectoral.ine.
mx/2021/12/07/promueve-ine-controversia-constitucional-en-con-
tra-del-presupuesto-de-egresos-de-la-federacion-para-el-ejercicio-fis-
cal-2022/

3	  Instituto Nacional Electoral, “Acuerdo del Consejo General del Instituto 
Nacional Electoral por el que, atendiendo al principio de certeza y ante la 
insuficiencia presupuestal derivada de la reducción aprobada en el ane-
xo 32 del Presupuesto de Egresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal 
2022, se determina posponer temporalmente la realización del proceso de 
Revocación de Mandato 2021-2022”, INE/CG1796/2021,   https://repo-
sitoriodocumental.ine.mx/xmlui/bitstream/handle/123456789/126386/
CG2ex202112-17-ap-Unico.pdf
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revisión de los millones de firmas de apoyo que continuaban lle-
gando para detonar la organización del proceso de Revocación 
de Mandato.

Luego, la Comisión de Receso de la SCJN acordó admitir a 
trámite la controversia constitucional 224/2021, promovida por 
la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión en contra del 
Acuerdo aprobado por el INE el 17 de diciembre de 2021, en el 
que determinó posponer la realización del proceso de Revoca-
ción de Mandato 2021-2022. Con la admisión, se concedió la sus-
pensión solicitada por la Cámara de Diputados, para que el INE 
se abstuviera de ejecutar el acuerdo del 17 de diciembre de 2021 
y, en consecuencia, continuara con la organización y el desarro-
llo de la totalidad de las actividades de la Revocación de Mandato 
hasta su conclusión, con el presupuesto aprobado de 1,503 millo-
nes de pesos.4

Finalmente, el 29 de diciembre de 2021, la Sala Superior del 
Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación determinó 
revocar el Acuerdo del INE del 17 de diciembre de 2021, a efec-
to de que dicho Instituto explorara otras alternativas de gestión 
presupuestal para llevar a cabo la Revocación de Mandato y, en 
su caso, solicitara a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público la 
ampliación presupuestal necesaria.5 El INE acató las resoluciones 
del Poder Judicial de la Federación, no sin antes recibir una serie 
de descalificaciones por parte del presidente de la República, la 
Cámara de Diputados y, en general, del grupo en el poder.

Por otra parte, el 5 de febrero de 2024 fue presentado ante 
el Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos un pa-
quete de reformas constitucionales en las que se encuentra una 

4	  Suprema Corte de Justicia de la Nación, Comunicados de Prensa, 22 de 
diciembre de 2021, https://www.internet2.scjn.gob.mx/red2/comunica-
dos/noticia.asp?id=6704

5	  Instituto Nacional Electoral, “Continúa INE organización de la Revoca-
ción de Mandato en acatamiento a lo ordenado por la SCJN y el TEPJF”, 
Comunicados de Prensa,  https://centralelectoral.ine.mx/2021/12/30/
continua-ine-organizacion-de-la-revocacion-de-mandato-en-acatamien-
to-a-lo-ordenado-por-la-scjn-y-el-tepjf/, fecha de consulta  15 de junio de 
2024
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mal llamada Reforma Administrativa de simplificación orgánica6 
que busca atomizar a los órganos constitucionales autónomos 
para reducir sus ámbitos de autonomía y consolidar, desde una 
perspectiva equivocada, varios de ellos. La iniciativa parte de 
un principio conceptual equivocado, ya que enfatiza conceptos 
como el neoliberalismo para determinar que el contexto de crea-
ción y proliferación de los órganos constitucionales autónomos 
únicamente responde a necesidades económicas, racionalidades 
instrumentales y debilitamiento de la estructura estatal; sin em-
bargo, existe una tergiversación en relación con la forma en que 
se hace uso de estos conceptos sobre la base de justificar la abro-
gación (eliminación) de estas instituciones a la luz de sustento  
endebles que carecen de rigor científico, jurídico, constitucional 
y político, porque desconocen las razones que han llevado al Es-
tado mexicano a la necesidad de crear estos órganos en áreas de 
democratizar el poder público.  

Al respecto, la iniciativa plantea cuatro características para 
definir a los órganos constitucionales autónomos: “1) Implican el 
desmantelamiento del Estado; 2) Devienen de una privatización 
del derecho público; 3) Se concretan como un desmantelamiento 
del Estado de bienestar y 4) Se advierte una subordinación a Es-
tados Unidos de América”. Ante estas aseveraciones, se propone 
una contrargumentación en el orden en que fueron expuestas: 

En primer lugar, es importante señalar que los órganos cons-
titucionales autónomos no desmantelan al Estado; lo que hacen 
es plantear un nuevo modelo de Estado administrativo, el cual 
encuentra como base en el derecho comparado a las administra-
ciones o agencias administrativas en  Francia y Estados Unidos, 
cuya finalidad es crear un nuevo derrotero de conceptualización 
estatal para democratizar el ejercicio de la función pública; de tal 
forma que la función ejecutiva no realice tareas de gobierno que 
por su alta especialidad técnica, deben estar fuera de la politiza-
ción propia de su naturaleza y resulta necesario profesionalizar al 
máximo a los cuadros burocráticos que las llevan a cabo.  Al estar 
fuera del ámbito competencial ejecutivo, se procura que funcio-

6	 Gaceta Parlamentaria, Anexo 20, Inicitiva con proyecto de decreto en ma-
teria de simplificación orgánica visible en:  https://gaceta.diputados.gob.
mx/PDF/65/2024/feb/20240205-20.pdf 
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nes como la organización de las elecciones, la protección de los 
derechos humanos y el control de la estabilidad monetaria sean 
más técnicas y, por tanto, más eficientes, alejadas de la noción de 
administración pública burocrática y centralizada. 

En una segunda aproximación, la aparición de estos órganos 
en ningún caso genera una privatización del derecho público. La 
naturaleza jurídica y el marco regulatorio que rige a los órganos 
constitucionales autónomos es de carácter público porque tienen 
base constitucional; son órganos de Estado con leyes, reglamen-
tos y estatutos que se encuadran en la normativa pública; los pro-
cesos de designación y nombramiento de sus cuadros pasan por 
instituciones públicas y su relación con el mercado y la sociedad 
es de regulación y control político, jurídico, económico y social. 

En un tercer orden de ideas, se asevera que la proliferación 
en la creación de los órganos autónomos concretó el desmante-
lamiento del Estado de bienestar, lo que constituye una tesis que 
es necesario precisar, conceptualizar y refutar. Durante la década 
de los sesenta y setenta México se constituyó con un Estado em-
presario, llegando a tener al interior de su integración adminis-
trativa más de mil empresas con participación estatal, generando 
un modelo de gobierno que llegó a su límite y puso en entredicho 
su vigencia con la gran crisis económica de 1976. Ante esta situa-
ción y el contexto global vigente que propugnaba por las ideas 
de un Estado menos interventor en la economía y más promotor 
del libre mercado, nuestro país comenzó un proceso de desin-
corporación de funciones y tareas que no correspondían con la 
naturaleza pública de su razón de ser. Por este motivo la tesis del 
bienestar estatizado llega a su fin, porque los costos del mismo 
son más cuantiosos que los beneficios sociales.

En este sentido, a la par de un nuevo modelo de gobierno con 
la aparición de la nueva gestión pública, se “achicó” al Estado, se 
gerencializó la administración y con ello se planteó la necesidad de 
democratizar la actividad pública a partir de una descentralización 
administrativa. Lo que erróneamente se llama desmantelamiento, 
es en realidad reestructura, evolución, reconceptualización, redi-
seño o reforma que son características propias del fenómeno es-
tatal, cuya capacidad de adaptación es necesaria para no perder 
vigor ni vigencia como la organización política de la sociedad. 
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Por último, se asevera que la aparición de estos órganos es 
una subordinación de México a los Estados Unidos. Este plan-
teamiento se inserta en el contexto de principios de la década 
de los noventa, donde surgen los órganos autónomos de prime-
ra generación (CNDH, Banxico, IFE), los cuales formaron parte 
de un cambio de paradigma en el régimen político después de 
la elección presidencial de 1988. La credibilidad institucional se 
encontraba en entredicho, en particular por la forma en que se 
organizaban y llevaban a cabo las elecciones en México, el ma-
nejo político de la economía y el respeto por los derechos hu-
manos. En estas circunstancias, nuestro país negoció su ingreso 
a la Organización para la Cooperación y Desarrollo Económicos 
(OCED) y suscribió el Tratado de Libre Comercio para América 
del Norte (TLCAN) con la necesidad de democratizar funciones 
clave de la estructura estatal de cara a dotar de mayor certidum-
bre institucional al régimen político. 

Estas acciones permitieron a México fortalecer su relación 
con los países de América del Norte, potenciar el sistema econó-
mico nacional y formar parte de una de las organizaciones mun-
diales más importante para ubicarnos en un plano de desarrollo 
global, potenciar la inversión extranjera, consolidarnos como 
un Estado democrático y mejorar la calidad de vida. Por tanto, 
reducir estos procesos a una subordinación implica desconocer 
los arreglos institucionales dados en el marco de las relaciones 
internacionales, la diplomacia y los acuerdos entre países y es 
desvirtuar el hecho de que el concepto de soberanía nacional hoy 
en día ha evolucionado para consolidar sistemas regionales con 
protección de derechos humanos y en bloques de integración 
económica que son necesarios para funcionar en los arquetipos 
de la democracia constitucional y la gobernanza global. 

Una vez analizados los argumentos teóricos y las razones 
conceptuales de la iniciativa, es conducente revisar la parte ins-
trumental de su contenido. Al respecto, plantea el traslado de 
funciones que en la actualidad se encuentran conferidas a dis-
tintos órganos autónomos para que sean desempeñadas por Se-
cretarías de Estado dependientes del Ejecutivo y otros órganos 
del Estado, cuya naturaleza no corresponde con la de las tareas 
que quedarían desatendidas al concretarse las intenciones que el 
documento formula. 
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En este sentido, la iniciativa presidencial plantea la elimina-
ción de los órganos autónomos siguientes: Comisión Federal de 
Competencia Económica (Cofece), del Instituto Federal de Tele-
comunicaciones (IFT), del Consejo Nacional de Evaluación de la 
Política de Desarrollo Social (Coneval), y del Instituto Nacional 
de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos 
(INAI). Además, en un evidente desconocimiento de la natura-
leza jurídica de los mismos que ubica a los órganos reguladores 
coordinados en materia energética, la Comisión Nacional de Hi-
drocarburos (CNH) y la Comisión Reguladora de Energía (CRE) 
—los cuales son dependencias del Poder Ejecutivo según la ley 
que los define y regula—  y al Sistema Nacional de Mejora Conti-
nua de la Educación, cuya naturaleza jurídica es la de un órgano 
descentralizado y su existencia deviene del primer órgano autó-
nomo que se abrogó en 2018 (Instituto Nacional de Evaluación 
Educativa). 

En este sentido, se propone que las funciones que realizan la 
Cofece y el IFT sean realizadas por la Secretaría de Comunicacio-
nes y Transportes que es precisamente de donde fueron desin-
corporadas en un inicio, para después descentralizarse y cons-
titucionalizarse como órganos autónomos. Estos órganos tienen 
en su naturaleza constitucional funciones de carácter regulatorio 
que los ubican como responsables de asegurar, por una parte, la 
libre competencia y evitar con ello la concentración del merca-
do en un solo proveedor de servicios, lo que impulsa mejora en 
la calidad de los mismos, precios más accesibles, protegiendo 
los derechos económicos de las personas usuarias y la sociedad 
como consumidora. Mientras que, en el caso de las telecomuni-
caciones, lo que se garantiza es que la adjudicación y concesión 
de servicios públicos en materia de radio, televisión, plataformas 
digitales y demás instrumentos que impliquen la explotación del 
espectro radioeléctrico, sea asignada a las mejores empresas en 
el rubro, fortaleciendo con ello la oferta y demanda y mejorando 
la calidad de los servicios que se prestan en beneficio igualmente 
de las personas usuarias y consumidoras. 

Es por lo anterior, que la naturaleza de las funciones que des-
empeña, además de requerir una rigurosa tecnificación por parte 
de los cuadros burocráticos que los integran, alcanza su verda-
dero desarrollo ejerciendo sus atribuciones constitucionales sin 
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injerencias del poder político y a partir de una rigurosa profe-
sionalización para que en el día a día de las relaciones que sur-
gen entre el Estado como regulador y los actores privados como 
destinatarios, los márgenes de discrecionalidad en la explotación 
del espectro radioeléctrico sean nulos y la libre competencia y 
la erradicación de los monopolios sean de carácter imparcial, 
técnico, profesional, objetivo y altamente especializado. Estos 
mismos argumentos fueron los que en su momento llevaron al 
Estado mexicano a consolidar los órganos reguladores en estas 
materias como constitucionales autónomos, de tal manera que 
regresar sus funciones a la esfera del poder ejecutivo, además de 
ser un despropósito implica una regresión estatal que afectaría la 
esfera de derechos, el libre mercado, la estabilidad política y el 
desarrollo económico. 

En relación con el Coneval, se propone que las funciones 
de evaluación de la política de desarrollo social sean realizadas 
por otro órgano autónomo: el Instituto Nacional de Estadística 
y Geografía (INEGI). Al respecto, es importante destacar que la 
evaluación de los programas sociales implica una metodología 
cuantitativa y cualitativa que debe ser desempeñadas por fun-
cionarios de alta especialidad técnica y estructuras burocráticas 
profesionalizadas en el manejo de los datos, de la estadística, la 
actuaría, los índices demográficos, así como las bases matemáti-
cas necesarias para poder medir el impacto que una política social 
tiene en una sociedad tan diversa y compleja como la mexicana. 

Por  tanto, pretender amalgamar esta labor de alta especiali-
dad técnica con otra que realiza la de los censos, los índices de 
precios al consumidor, de percepción de seguridad,  desarrollo 
económico, natalidad, mortalidad, entre otros, como es el INEGI 
es desconocer que las funciones estatales son de compleja es-
pecialidad, que los perfiles de ingreso, permanencia, promoción 
evaluación y ascenso de uno y otros cuadros burocráticos atien-
den a distintas naturaleza y que la concreción de esta fusión de-
vendría en eliminar a un órgano fundamental en un país con cin-
cuenta millones de personas en situación de pobreza, como es el 
Coneval y es atrofiar institucional e intencionalmente al INEGI, 
cuyas tareas son primordiales en la construcción de datos para el 
mejor diseño y evaluación de las políticas de gobierno. 
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En lo que respecta al INAI, se propone que las funciones de 
garantía en el ejercicio de los derechos humanos de acceso a la 
información y protección de datos, así como el manejo de la po-
lítica de transparencia sean distribuidos entre la Secretaría de la 
Función Pública, el órgano de disciplina del Poder Judicial de la 
Federación, los órganos de control de los demás órganos consti-
tucionales autónomos, las contralorías del Congreso de la Unión, 
el INE, el Centro Federal de Conciliación y Registro Laboral y 
el Tribunal Federal de Conciliación y Arbitraje. Esto implica, en 
primer lugar, negar la razón de ser de la transparencia como me-
canismo de democratización en el ejercicio del poder público, 
dado que lo que se está proponiendo es una fragmentación de las 
función de garantía que el INAI lleva a cabo, generando una afec-
tación sustantiva a derechos constitucionales reconocidos para la 
sociedad y una merma democrática en las conquistas ciudadanas 
relativas a la transparencia y el derecho de acceso a la informa-
ción pública y la protección de datos personales.

En segundo lugar, la garantía efectiva de estos derechos se 
alcanza precisamente cuando el órgano responsable de garanti-
zarlos se encuentra fuera de la esfera del poder político, dado que 
lo que se propugna son procesos, mecanismos y herramientas 
que permitan al ciudadano ejercer sus derechos y obliguen a las 
autoridades, mediante los caminos institucionales, a cumplirlos. 
En este sentido, atomizar a este órgano para que sus funciones 
sean desempeñadas por instituciones del Estado es nulificar el 
potencial que tiene como mecanismo de democratización del po-
der público. 

En este sentido, el planteamiento que se busca lograr con la 
iniciativa es terminar con cualquier posibilidad de que su desa-
rrollo institucional se decante hacia más autonomía y por tanto 
más regulación de mercados emergentes en energías renovables 
y empresas alejadas de la centralidad estatal, y por el contrario, 
su estructura se alinea con la política energética de estatización, 
combustibles fósiles y control económico del Estado, dado que 
se plantea que al desaparecerlas, las funciones que llevan a cabo 
sean desarrolladas por la Secretaría de Energía, que es precisa-
mente la dependencia de donde surgieron con una intención de 
profesionalizar, tecnificar y potenciar la regulación de la materia 
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energética a partir de un mercado más abierto, más sustentable y 
por lo tanto acorde a los estándares y exigencias globales, lo que 
se advierte como un despropósito y una regresión estatal. 

III. Conclusiones

Los órganos constitucionales autónomos se han convertido en 
zona neurálgica en la vida del Estado, valorando su importancia 
en relación con la sociedad y la economía. Su relevancia consiste 
en que la profesionalización de sus tareas tiene que asegurarse 
con habilidades, pericias y competencias debidamente acredita-
das, considerando la complejidad de las atribuciones que tienen, 
es determinante para que la acción del Estado mediante las polí-
ticas públicas sea consensuada, técnicamente sustentadas e insti-
tucionalmente factibles.

En el caso de México, los órganos constitucionales se asocian 
no solo con su necesidad y pertinencia técnica, sino con la con-
fianza en la autoridad para que su desempeño no sea entendido 
en prácticas de patronazgo, la cultura patrimonialista, la difumi-
nación de lo público y lo privado, así como en la existencia de 
áreas institucionales que se erijan en arenas de poder para saldar 
arreglos partidistas. La existencia no profesional de los órganos 
constitucionales autónomos abonaría en la desconfianza hacia el 
poder y las autoridades que lo ejercen, originando la erosión de 
la institucionalidad que necesita la democracia para consolidarse 
como una forma de gobierno. 

La vigencia de los órganos constitucionales autónomos abre 
un capítulo inédito de administración y gestión en un país que, 
como México, estaba habituado a que la dirección e implemen-
tación de las políticas y los servicios públicos se encontraba ads-
crita en lo fundamental a la Administración Pública Federal tanto 
la Central como la Descentralizada. Esto propició un estilo de 
gobierno que contribuye al funcionamiento de un Estado inter-
vencionista y avasallador que se ocupaba de un amplió volumen 
de tareas que llevó a cabo sin reparar en el crecimiento exponen-
cial de las agencias burocráticas. Se configura de ese modo, una 
economía de Estado no necesariamente eficiente y responsable, 
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sino onerosa, que durante la década de los 80, llega a la fase de 
los rendimientos decrecientes que desembocan en crisis econó-
micas, así como el quebranto de las finanzas y los presupuestos 
públicos. La intervención del Estado en la economía en los tér-
minos expuestos, más que una ventaja se convierte en fuente de 
problemas públicos que tienen su epicentro en el patrón de una 
administración y gestión que responden más al juego político y 
burocrático, no a la necesidad de lograr armonizar crecimiento y 
bienestar social.

Los años noventa marcan la reorientación de fondo para que 
la economía y la sociedad recuperen su dinamismo económico 
con otras reglas del juego, en las cuales la ruta hacia la democra-
cia genera los diques para que el poder estatal no se desborde, 
ni rebase los límites que corresponden a lo privado y lo público 
en relación con el Estado. En este nuevo ambiente institucional, 
los órganos constitucionales autónomos tienen que ubicarse en 
la senda de los valores y las prácticas democráticas, motivo por 
el cual, su edificación además de indispensable es imprescindible 
para el desarrollo de México en la visión de la economía de mer-
cado con regulación diáfana en materia de incentivos positivos 
y negativos, que estimulen un nuevo desarrollo institucional al 
combinar calidad, productividad y eficiencia. 

Por tanto, la historia reciente de los órganos constitucionales 
autónomos no se enlaza con la historia secular de la administra-
ción y gestión del Estado, sino que da lugar a una administración 
y gestión más profesional y sujeta a las normas de transparen-
cia y rendición de cuentas. En este sentido, en la medida que 
los llamados OCAs cumplan con las funciones de Estado y tareas 
de gobierno que la Constitución les atribuye mediante distintas 
facultades, con neutralidad política, especialidad técnico-admi-
nistrativa y certidumbre jurídica, mayor será su legitimidad ins-
titucional y como consecuencia de ello mayor será también la 
comprensión de su necesidad, la idoneidad de su autonomía y 
la defensa de su existencia por parte de la sociedad. El Estado 
mexicano requiere de instituciones sólidas para superar los reza-
gos democráticos de los que adolece en materia institucional. Los 
órganos constitucionales autónomos juegan un papel clave en el 
cumplimiento de esos cometidos. 
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